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I. RESUMEN

1. El 26 de febrero de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”), recibió una petición presentada por el señor César Patiño Mignone y la señora Alba Palacios de Patiño (en adelante “los peticionarios”) en representación de su hijo Jorge Enrique Patiño Palacios, (en adelante “la presunta víctima”), alegando violaciones de derechos humanos en perjuicio de la presunta víctima, dentro de la jurisdicción de la República de Paraguay (en adelante “Paraguay”, “el Estado paraguayo” o “el Estado”). En la petición se alegan violaciones al derecho a la vida, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados respectivamente en los artículos 4, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o la “Convención), todos en conexión con las obligaciones de respetar y garantizar los derechos establecidas en el artículo 1(1) de la Convención Americana en perjuicio de Jorge Enrique Patiño Palacios y sus familiares.
2. Los peticionarios señalaron que su hijo, Jorge Enrique Patiño Palacios, de entonces 20 años de edad, falleció luego de tres días de estar en terapia intensiva, a causa de un disparo de arma de fuego recibido en la cabeza, el 21 de octubre de 1994. Señalan que en la investigación de los hechos, se habrían presentado diversas irregularidades tanto por parte de personal policial como de autoridades judiciales; lo cual, junto con un retardo injustificado en la tramitación del proceso, habría prevenido el esclarecimiento de la muerte de la presunta víctima y la sanción de los responsables. 
3. El Estado, por su parte, argumentó que no existieron omisiones por parte de la policía ni por parte del juzgado que conoció del caso, pues se habrían ordenado las diligencias que marca la legislación interna para “los casos de sangre”, dando intervención a peritos y testigos. Asimismo, afirmó que los peticionarios no habrían agotado los recursos de la jurisdicción interna antes de acudir ante la Comisión, no obstante que habrían tenido una amplia participación en todo el proceso y que no habrían sido impedidos de utilizar los mecanismos procesales pertinentes. Aclara que la razón por la que el juicio habría tardado varios años es porque se inició y se tramitó por el antiguo procedimiento penal, escrito e inquisitorio.
4. Tras analizar las posiciones de las partes, la Comisión Interamericana concluye que es competente para decidir sobre el reclamo presentado por los peticionarios, el que es admisible a la luz de lo dispuesto en el artículo 46 de la Convención Americana.  La Comisión decide continuar con el análisis de fondo en lo relativo a las presuntas violaciones de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, con relación a la obligación general consagrada en el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de los familiares de Jorge Enrique Patiño Palacios. Por otra parte, declara inadmisible lo alegado respecto a las presuntas violaciones al artículo 4 de la Convención en perjuicio de Jorge Enrique Patiño Palacios. En consecuencia, la Comisión decide notificar a las partes, publicar el presente Informe de Admisibilidad e incluirlo en su informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La denuncia fue presentada por los peticionarios el 26 de febrero de 2001 ante la Secretaría Ejecutiva de la Comisión. La CIDH trasladó las partes pertinentes de la petición al Estado paraguayo el 3 de abril de 2001 y le solicitó que presentara una respuesta dentro del término de 3 meses. El 21 de junio de 2001, los peticionarios remitieron a la Comisión información adicional referente al caso y el Estado presentó su respuesta mediante comunicaciones de fechas 10 de julio y 1° de agosto de 2001. Los peticionarios remitieron observaciones adicionales el 14 de agosto, 4 y 26 de noviembre de 2001, 22 de abril de 2002, 5 y 13 de agosto, 15 de septiembre, 28 de octubre y 22 de diciembre de 2003, así como el 16 de marzo de 2004, 11 de enero y 20 de julio de 2005, 24 de enero de 2006 y 18 de septiembre de 2007, todas las cuales fueron debidamente trasladadas al Estado.
6. El Estado envió observaciones adicionales el 6 de septiembre y 11 de octubre de 2001, 23 de mayo de 2003, 28 de junio, 14 de noviembre y 20 de diciembre de 2007, 20 de mayo y 28 de julio de 2008, así como el 11 de mayo de 2009.
III. POSICIONES DE LAS PARTES
A. 
Posición de los peticionarios 

7. Los peticionarios señalaron que el 21 de octubre de 1994 Jorge Enrique Patiño Palacios acudió a visitar a su amigo Miguel Rodríguez Trappani a su domicilio y, durante su estancia en dicho lugar, habría recibido un disparo de arma de fuego en la cabeza. Agregaron que al momento de los hechos, las únicas tres personas que se encontraban en ese domicilio serían: Jorge Enrique Patiño Palacios, Miguel Rodríguez Trappani y el padre de éste, Miguel Rodríguez Alcalá Casal. 

8. Los peticionarios indicaron que el 24 de octubre de 1994, la presunta víctima, Jorge Enrique Patiño Palacios, falleció luego de tres días de estar internado en la Unidad de Terapia Intensiva del Sanatorio Americano, a causa de dicho disparo. Los peticionarios afirman que su hijo fue víctima de un asesinato por parte de uno o ambos señores Rodríguez y sostienen que los móviles del asesinato estarían ligados a proyectos políticos, aunque el hecho se hubiera querido hacer pasar como un suicidio.
9. Los peticionarios manifestaron que se habrían presentado diversas irregularidades tanto en la actuación policial como en la judicial. En ese sentido, sostienen que la policía no habría llevado a cabo las diligencias de rigor tendientes a la acumulación de pruebas, como lo serían los interrogatorios a familiares y vecinos, lo cual, afirman, habría favorecido a los inculpados. Agregaron que el personal policial acudió al lugar de los hechos casi tres horas después y la División de Criminalística habría sido la única dependencia de la Policía Nacional que habría realizado algunas investigaciones y que la única pericial inmediata que se habría realizado fue un examen pericial del tejido de piel que rodeaba el orificio de entrada del proyectil, antes de que la presunta víctima fuera sometida a intervención quirúrgica para intentar detener la hemorragia.
10.  Indicaron que la División de Criminalística habría actuado sin conocimiento de un juez, ignorando así el mandato constitucional de “investigar bajo dirección judicial” y el informe policial habría sido remitido al Poder Judicial hasta el 13 de diciembre de 1994, cuando debía haber sido enviado en un plazo máximo de 72 horas. 
11. Asimismo, alegaron que gracias a la “influencia que los sospechosos ejercen en los medios político, económico y social”, habrían logrado que no se diera la intervención inmediata del juez de turno, José Benitez Rivera, a quien correspondía asumir la dirección de la investigación judicial y policial y ordenar de inmediato la realización de la autopsia de Jorge Enrique Patiño Palacios, la cual se habría llevado a cabo 8 meses después de su muerte, a petición del abogado de los peticionarios. 
12. En su petición, los señores Patiño cuestionan la actuación del Fiscal General del Estado, doctor Aníbal Cabrera Verón, considerando que habría beneficiado y protegido a Miguel Rodríguez Trappani, “al incorporarlo y mantenerlo como empleado judicial en el Ministerio Público”
, lo que, refieren, habría restado imparcialidad a la actuación de los demás miembros del Ministerio Público. Por otra parte, los peticionarios calificaron como tendenciosa y parcial la actuación del fiscal Fabriciano Villalba quien, según alegan, nunca actuó como fiscal en el proceso y sólo lo hizo para emitir su dictamen favoreciendo a Miguel Rodríguez Trappani, forzando previamente la inhibición del anterior fiscal de la causa. Asimismo, indicaron que el Fiscal General del Estado no habría tomado en cuenta parte importante del informe realizado por la División de Criminalística.
13. Los peticionarios señalaron que el 15 de junio de 2001 se emitió sentencia dentro del proceso penal seguido por la muerte de su hijo
 la cual, con base en diversas pericias, concluyó que “Jorge Patiño no se autoeliminó”. Los peticionarios agregaron que la sentencia concluyó también que “no puede llegarse a la certeza de la culpabilidad de una persona por un hecho punible de homicidio, por simple descarte”
. Así, el juzgado habría resuelto absolver a Miguel Alejandro Rodríguez Trappani, dado que  el padre de éste, Miguel Rodríguez Alcalá Casal, habría fallecido durante el proceso
. 

14. Señalaron que habrían apelado dicha resolución y, el 16 de marzo de 2004, el tribunal de apelación habría confirmando la sentencia de primera instancia, por lo que el 10 de mayo de 2004 presentaron una acción de inconstitucionalidad, que habría sido rechazada el 11 de junio de 2004, aduciendo que aún en el supuesto de que la Sala Constitucional no compartiera el criterio de interpretación de los juzgadores, la acción de inconstitucionalidad no podría constituirse en la vía para imponer el suyo. Agregan que, con la finalidad de agotar todos los recursos ordinarios y extraordinarios, también presentaron el 11 de mayo de 2004 un recurso de casación contra la sentencia de segunda instancia. Al respecto, informaron que dicho recurso fue rechazado por improcedente el 12 de diciembre de 2005 por la Sala Penal de la Suprema Corte de Justicia.
15. Los peticionarios sostienen que no se dio una investigación seria, efectiva e imparcial de la causa y denuncian la existencia de un retardo injustificado en la tramitación del proceso. Aclaran que la muerte de la presunta víctima fue puesta en conocimiento de las autoridades de manera inmediata en 1994 y, sin embargo, se habría emitido sentencia de primera instancia hasta junio de 2001 y, en segunda instancia, el tribunal de apelación habría demorado casi dos años en pronunciarse. El proceso finalizó en diciembre de 2005. 

B. 
Posición del Estado

16. El Estado de Paraguay respondió a la petición hecha por los peticionarios manifestando que una vez producido el deceso del joven Patiño Palacios, como se trataba de un hecho de sangre, las primeras diligencias fueron efectuadas por la policía. Ésta habría dado intervención a los agentes de la sección criminalística del departamento de investigaciones, quienes se habrían presentado en el lugar del hecho, tomando muestras de la víctima y de los querellados en el sanatorio americano. Agrega que, el 24 de noviembre de 1994, la policía notificó por nota número 143 al juez de turno doctor Benítez Rivera quién, el 19 de diciembre de 1994, habría iniciado un sumario para la correspondiente averiguación y comprobación del hecho denunciado y, el 28 de diciembre de ese año, habría admitido la querella. En 1995, el juez habría procedido a fijar fecha de audiencia para que los señores Miguel Rodríguez Alcalá Casal y Miguel Rodríguez Trappani comparecieran a prestar declaración informativa y ofició al Sanatorio Americano para que remitiera los antecedentes médicos al juzgado, entre muchas otras actuaciones tendientes a la investigación y clarificación de los hechos. Así, el Estado sostiene que no existieron omisiones por parte de la policía ni por parte del juzgado.
17. El Estado manifestó que uno de los inculpados, Miguel Rodríguez Alcalá Casal, fue asesinado en febrero de 1998 cuando regresaba a su domicilio en horas de la noche, lo cual habría determinado que el proceso continuara únicamente contra su hijo Miguel Rodríguez Trappani. El Estado sostiene que el principio de la presunción de inocencia de rango constitucional lo situaba a este último como un ciudadano con capacidad de libre acceso a la función pública mientras no existiera sentencia condenatoria, por lo que no había impedimento para que continuara con sus funciones como funcionario público.
18. En sus primeras comunicaciones, el Estado sostuvo que en el presente caso no habría existido agotamiento de los recursos internos y que el mismo no estaría comprendido en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana; que el artículo citado por los peticionarios para obtener la admisibilidad de la petición resultaría improcedente porque las partes habrían tenido una amplia participación en todo el proceso y no habrían sido impedidos de utilizar los mecanismos procesales pertinentes. 

19. El Estado señaló que la razón por la que el juicio habría tardado varios años es porque se inició y se tramitó por el antiguo procedimiento penal, escrito e inquisitorio y que dividía los procesos en dos etapas: sumaria y plenaria. Además se indicó que el proceso siempre tuvo dos vertientes; la hipótesis de un suicidio, por los antecedentes depresivos del joven con intentos anteriores, y la hipótesis de homicidio. 
20. En comunicación de mayo de 2003, el Estado explicó a la Comisión que  los jueces del tribunal de apelación se habrían “separado de seguir entendiendo la causa, por haber sido denunciados ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos… hallándose por tanto comprendidos en la causa de excusación ..”, situación que habría ocasionado mayor demora del proceso judicial.
21. En comunicación recibida el 28 de junio de 2007, el Estado solicitó a la Comisión que declare la inadmisibilidad de la presente petición por no contar con competencia para “revisar sentencias judiciales recaídas en la jurisdicción interna de un Estado determinado”, aún cuando “reiterados fallos judiciales hayan sido o no del agrado y conformidad de los peticionarios”. Asimismo, señaló que los peticionarios en todo momento habrían ejercido su derecho de recurrir ante todas las instancias procesales internas, por lo que alega que no habría existido violación por parte del Estado paraguayo de las garantías consagradas en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.
IV. ANÁLISIS DE ADMISIBLIDAD 

A.
Competencia de la Comisión ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci

22. El artículo 44 de la Convención Americana, establece que “Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte”.  Por tanto, los peticionarios se encuentran facultados para presentar una petición ante la Comisión Interamericana. En consecuencia, la CIDH es competente ratione personae para el presente caso.
23. El  Estado de Paraguay es parte de la Convención Americana desde el 24 de agosto de 1989, fecha en que depositó el instrumento de ratificación respectivo. Por su parte, los peticionarios alegan violaciones a derechos consagrados en la Convención Americana. Por lo que para el caso sub examine la CIDH posee competencia  ratione materiae.
24. La Comisión Interamericana ostenta competencia ratione loci, debido a que las alegadas violaciones a derechos humanos ocurrieron dentro de un Estado parte de la Convención Americana. De igual forma, la Comisión posee competencia ratione temporis porque a la fecha de  los hechos alegados ya se encontraba en vigor en el Estado paraguayo la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
25. La Convención Americana en su artículo 46(1)(a) establece que para que una denuncia sea admisible bajo los términos del artículo 44 de dicho tratado, es necesario que los peticionarios hayan agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito es reconocido por la Comisión como un requisito procesal, con el objeto de permitir que los Estados conozcan de las presuntas violaciones a un derecho protegido en el marco de la Convención Americana y, de ser posible, tengan la oportunidad de resolverlo dentro de su jurisdicción, previo a la competencia subsidiaria de la instancia internacional. 
26. La misma Convención prevé que esta disposición no se aplique cuando los recursos internos no están disponibles por razones de hecho o de derecho. Más concretamente, el artículo 46(2) establece excepciones al principio general de agotamiento de los recursos internos: (a) cuando la legislación interna del Estado no concede las debidas garantías para la protección de los derechos cuya violación se alega; (b) si se ha obstaculizado el acceso del presunto damnificado a los recursos de jurisdicción interna; (c) o si se ha presentado un retardo injustificado en la resolución del asunto.
27. En las primeras etapas del trámite de la petición, los peticionarios solicitaron que el caso fuera exceptuado del requisito del agotamiento de los recursos internos, según lo contemplado en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana, debido al retardo injustificado existente en la investigación de los hechos y en la sanción de quienes resultaren responsables. El Estado, por su parte, alegó que el retardo en el proceso se debía a que se habría tramitado por el antiguo procedimiento penal, escrito e inquisitorio, así como que se habrían seguido dos hipótesis acerca de la muerte de la presunta víctima, lo que habría alargado el proceso. 
28. Mediante comunicaciones posteriores a la petición, tanto los peticionarios como el Estado informaron a la Comisión que, en junio de 2001, se habría emitido sentencia de primera instancia, el 16 de marzo de 2004, resolución por parte del Tribunal de Apelación y, el 12 de diciembre de 2005, sentencia de la Sala Penal de la Suprema Corte de Justicia rechazando el recurso de casación interpuesto. Posterior a la resolución de diciembre de 2005, los peticionarios no volvieron a alegar la aplicación del artículo 46(2)(c) de la Convención y el Estado refirió que se habrían agotados las instancias internas. La Comisión advierte que, efectivamente, a la fecha de elaboración del presente informe, los recursos internos se encuentran debidamente agotados.

29. Así, la Comisión concluye que los peticionarios presentaron ante la jurisdicción paraguaya y agotaron los recursos idóneos previstos en la legislación del país, con la finalidad de que el Estado investigara la muerte de su hijo y sancionara a los responsables de la misma.
2. 
Presentación en el plazo 

30. El artículo 46(1)(b) de la Convención, establece que toda petición debe ser presentada en un plazo de seis meses, a partir de la fecha en que la parte denunciante haya sido notificada de la sentencia definitiva a nivel nacional, para que pueda ser declarada admisible. 
31. En el presente caso, la Comisión observa que los recursos internos quedaron agotados el 12 de diciembre de 2005, con posterioridad a la presentación de la petición. En tal sentido, el cumplimiento del requisito de presentación de la petición en plazo se encuentra intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos y la Comisión lo considera satisfecho.
3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales 
32. El artículo 46(1)(b) dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional,” y en el artículo 47.d de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional”. En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias de inadmisibilidad, ni ellas se deducen de los procedimientos. 
4. Caracterización de los hechos alegados
33. Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición, de comprobarse, podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47(b) o si bien, conforme al artículo 47(c), la petición debe desecharse por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”. En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, con el objeto de examinar si la petición presenta hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana, sin prejuzgar sobre los méritos del asunto.
34. El principal alegato de los peticionarios es que la muerte del joven Jorge Enrique Patiño Palacios, el 24 de octubre de 1994, no habría sido esclarecida por el Estado, como tampoco se habría establecido judicialmente al/los responsables. La denuncia agrega que no se llevó a cabo una investigación seria, efectiva e imparcial de la causa y que ésta excedió el tiempo razonable para su determinación, puesto que habría demorado casi diez años desde la interposición de la querella hasta la resolución de última instancia. 
35. El Estado, por su parte, señaló que no existieron irregularidades dentro de la causa y que la razón por la que el juicio habría tardado varios años es porque se inició y se tramitó por el antiguo procedimiento penal, escrito e inquisitorio. El Estado ha solicitado que la petición sea declarada inadmisible puesto que, según sus argumentos, la finalidad de los peticionarios es que la Comisión vaya más allá de sus facultades y revise una resolución judicial interna que no ha sido del agrado de los mismos. 
36. Del análisis realizado a los argumentos e información que presentaron los peticionarios y el Estado, la Comisión advierte que, de comprobarse lo alegado por los peticionarios, los hechos podrían configurar violaciones al debido proceso y a las garantías judiciales consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.

37. Por otra parte, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir una presunta caracterización de violaciones al artículo 4 de la Convención, por parte del Estado paraguayo. 

38. Respecto a una supuesta denegación de justicia, la Comisión determina que los peticionarios han formulado denuncias que, si son compatibles con otros requisitos y se comprueban como ciertas, podrían tender a constituir la violación de derechos que gozan de protección conforme a la Convención Americana; más específicamente de los previstos en los artículos 8 y 25, con relación al 1(1) de la Convención Americana, en perjuicio de la familia de la presunta víctima.
V. CONCLUSIÓN

39. La Comisión concluye que el caso es admisible y que es competente para conocer del reclamo presentado por los peticionarios sobre la presunta violación de los derechos contenidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en relación con las obligaciones derivadas del artículo 1(1) de dicho instrumento internacional.

40. Por otra parte, la Comisión concluye que no se cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir una presunta caracterización de violaciones al artículo 4 de la Convención.

41. En virtud de los argumentos de hecho y derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 

DECIDE:

1. Declarar admisible el caso de autos en relación con los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones del artículo 1(1) del mismo tratado.
2. Declarar inadmisible el caso, en relación con lo dispuesto por el artículo 4 de la Convención Americana.
3. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado.
4. Continuar con su análisis de los méritos del caso.
5. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� En nota periodística del 16 de junio de 2001, se refiere que Miguel Alejandro Rodríguez Alcalá Trapani “jamás fue destituido de la Fiscalía General del Estado, donde se desempeñaba como funcionario de la Fiscalía Menor”.


� Copia de sentencia enviada como anexo a comunicación de los peticionarios del 21 de junio de 2001.


� Los peticionarios citan la sentencia, de la cual enviaron copia a la Comisión. 


� En sus comunicaciones, los peticionarios aclararon que el señor Rodríguez Alcalá Casal murió asesinado en febrero de 1998.





